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Expedientes acumulados: 23.645, 25.959, 27.474, 27.411 y 27.857
Actor: Ramiro Gil Cárdenas y otros 


CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION TERCERA - SUBSECCION A

Consejero Ponente: HERNAN ANDRADE RINCON

Bogotá, D. C., diecisiete (17) de abril de dos mil trece (2013) 
Radicación:
25000232600019983035 01
Expediente:

23.645
Actor:

RAMIRO GIL CARDENAS Y OTROS 

Demandado:
NACION – DIRECCION EJECUTIVA DE ADMINISTRACION JUDICIAL 
Referencia: 

APELACION SENTENCIA – REPARACION DIRECTA 

Procede la Sala a resolver los recursos de apelación interpuestos por las partes contra las sentencias que dictó el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección B, los días 30 de julio de 2002 (Exp. 23.645) y 3 de septiembre de 2003 (Exp. 25.959), y las dictadas por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Sala de Descongestión el 25 de febrero de 2004 (Exp. 27.474), 9 de marzo de 2004 (Exp. 27.411) y 27 de abril de 2004 (Exp. 27.857) respectivamente, mediante las cuales se adoptaron las siguientes declaraciones y condenas: 
“Expediente No. 23.645: 

“1°) Declárese (sic) administrativa y patrimonialmente responsable a la Nación – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, por los perjuicios ocasionados a los demandantes con motivo del desalojo de la posesión y destrucción de los bienes inmuebles ubicados dentro del barrio Ciudad de Mónaco. 

2°) Como consecuencia de la anterior declaración se condena a la Nación – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial al pago por concepto de perjuicios materiales a favor de: Ramiro Gil Cárdenas la suma de sesenta y tres millones veintidós mil novecientos sesenta pesos ($63’022.960,00); Luis E. Sierra Núñez la suma de cinco millones cuatrocientos sesenta mil pesos ($ 5’460.000); José M. Martín Ramos la suma de diez y seis millones ochocientos dieciséis mil ochocientos pesos ($16’816.800); Pedro Rodríguez Hernández la suma de trece millones quinientos cuarenta mil ochocientos pesos ($13’540.800); Eusebio Rodríguez Hernández la suma de ocho millones doscientos ochenta y un mil pesos ($8’281.000); Wilson Ortiz Trujillo la suma de siete millones doscientos ochenta mil pesos ($7’280.000); Jorge Garzón Ramírez y Custodia Orjuela la suma de nueve millones cien mil pesos ($9’100.000); Miguel Antonio Prieto Cárdenas la suma de doce millones ochenta y cinco mil pesos ($12’285.000), Medardo A. Monroy Angarita la suma de cuatro millones quinientos cincuenta mil pesos ($4’550.000), Brigith E. Monroy Angarita la suma de siete millones ochocientos sesenta y dos mil cuatrocientos pesos ($7’862.400) y Aura N. Pacheco de Ruiz la suma de treinta y seis millones cuatrocientos mil pesos ($36’400.000).  

4°) (sic) Condénase a la Nación – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial a pagar a los demandantes del Exp. No. 990912, las sumas que resulten de la liquidación de la condena en abstracto, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

5°)  Deniéguense (sic) las demás pretensiones de la demanda.
6°) Para el cumplimiento de esta sentencia se dará aplicación a lo dispuesto en los artículos 176, 177 y 178 del C.C.A. 

7°) En caso de no ser apelada esta sentencia, consúltese con el Superior.  
8°) Sin condena en costas”. 

Expediente No. 25.959: 

“PRIMERO: Declárase administrativa y patrimonialmente responsable a la Nación - Rama Judicial, por los perjuicios ocasionados a los demandantes con motivo de la destrucción de las mejoras realizadas en los inmuebles ubicados en el Barrio Mónaco, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva del presente proveído. 

SEGUNDO: Como consecuencia de la anterior declaración Condénase a la Nación - Rama Judicial - Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, a reconocer y pagar a los demandantes por concepto de los perjuicios que se les ocasionaron, las siguientes indemnizaciones: 
Para Stella Cruz Flórez la suma de cinco millones cuatrocientos treinta y nueve mil setecientos siete pesos ($5’439.707). 
Para José de Jesús Peña Rozo la suma de sesenta y cuatro millones quinientos ochenta y dos mil novecientos noventa y siete pesos ($64’582.997.00). 
Para Luz Marina Gómez la suma de ocho millones seiscientos trece mil seiscientos cuarenta y cinco pesos ($8’613.645). 

Para Ignacio Peña la suma de doce millones novecientos once mil novecientos dieciocho pesos ($ 12’911.918). 

Para Álvaro Carreño la suma de cuatro millones treinta y un mil cuatrocientos noventa y un pesos ($4’031.491). 

Para Sandra Patricia Cano Rivera la suma de cuarenta y tres millones trescientos setenta y nueve mil trescientos trece pesos ($43’379.313). 

Para Juan de Dios Duarte Sandoval la suma de once millones veinte mil quinientos cuarenta y un pesos ($ 11.020.541). 
Para María Cecilia Rodríguez de Moreno, la suma de sesenta y ocho millones cuatrocientos quince mil novecientos treinta y cuatro pesos ($68’415.934). 

Para Julio Enrique Saavedra Sedano la suma de diez millones novecientos noventa y cuatro mil ochocientos dieciséis pesos ($10.994.816). 

Para Gloria Anadelia Silva Barahona la suma de cuarenta y dos millones ochocientos noventa y ocho mil novecientos un pesos ($42’989.901).
Para Carlos León Ramírez y William Henry León Ramírez la suma de catorce millones seiscientos cincuenta y nueve mil setecientos cincuenta y cinco pesos ($14’659.755), para cada uno. 

Para Carlos Emigdio Moreno Medellín la suma de doce millones trescientos setenta y siete mil ciento cuarenta y nueve pesos ($12’377.149). 

Para Carlos Julio Galindo Varas la suma de quince millones setecientos veintiocho mil treinta y ocho pesos ($15’728.038). 

Para Darío David García la suma de trece millones doscientos cuarenta y ocho mil trescientos cuatro pesos ($13’248.304). 

Para José Sagrario Monsalve Gómez quince millones cuatrocientos diez mil trescientos noventa y ocho pesos ($15’410.398). 

Para Elvina Díaz Torres la suma de un millón cuatrocientos once mil veintiún pesos ($1’411.021). 

Para Leonidas Blanco Panqueva la suma de diecisiete millones quinientos cuarenta y ocho mil ciento noventa y siete pesos ($17’548.197). 

Para María Olga Patiño la suma de dos millones trescientos treinta y ocho mil cuatrocientos cincuenta y dos pesos ($2’338.452). 

Para Jaime Arnulfo Rubio Quimbayo la suma de siete millones quinientos cincuenta y cinco mil ciento sesenta y cuatro pesos ($7’555.164). 

Para Miguel Torres Acosta la suma de diez millones seiscientos setenta mil seiscientos cuarenta y ocho pesos ($10’670.648). 

Para Oscar Alejandro peña Rozo la suma de veintidós millones quinientos catorce mil cuatrocientos noventa y ocho pesos ($22’514.498). 

TERCERO: Para el cumplimiento de esta sentencia se dará aplicación a lo previsto en los artículos 176 a 178 del C.C.A.

CUARTO: Deniéguense (sic) las demás pretensiones de la demanda.

QUINTO: Sin condena en costas”. 
Expediente No. 27.474: 

“PRIMERO: Niéguense (sic) las pretensiones de la demanda. 

SEGUNDO: Sin condena en costas”.

Expediente No. 27.411: 

“PRIMERO: Declárase administrativa y patrimonialmente responsable a la Nación - Rama Judicial, por los perjuicios ocasionados a los demandantes con motivo de la destrucción de las mejoras realizadas en los inmuebles ubicados en el Barrio Mónaco, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva del presente proveído. 

SEGUNDO: Como consecuencia de la anterior declaración condénase a la Nación - Rama Judicial - Dirección Ejecutiva de Administración Judicial a pagar a los demandantes por concepto de perjuicios materiales, las siguientes sumas: 
Para Graciela Silva de Álape la suma de $4’081.813. 
Para Inirida Avendaño la suma de $ 17’418.721. 

Para Luis Alfonso Moreno la suma de $ 19’136.533. 

Para Arcelio Blanco la suma de $ 11’471.160. 

Para Consuelo Aldana la suma de $ 15’526.415. 

Para Juan Isidro Ruiz la suma de $ 17’807.094. 

Para Juan de Jesús Arnulfo Naizaque la suma de $21’044.114. 

Para Blanca Lilia Rodríguez la suma de $ 14’711.480. 

Para Heriberto Chaguala y Cecilia Betancurt la suma de 32’434.793, la cual deberá adjudicarse en partes iguales. 

Para Ricardo Caraballo la suma de $ 5’973.612. 

Para Pedro Pablo Vaca la suma de $ 15’051.789. 

Para Julio Antonio Beltrán Niño la suma de $ 6’282.069. 

Para Alfonso López Roa la suma de $ 14’424.039. 
Para Leydy Yadira Salamanca la suma de $ 22’732.163. 

Para Estiven Joaquín Riveros la suma de $ 20’186.647. 

Para Ana Inés Martín de Sánchez y Carlos Arturo Sánchez Páez la suma de $ 25’932.614, la cual se adjudicará en partes iguales. 
Para Marina Carrero la suma de $ 10’185.694. 

Para Luz Ilba Ramírez la suma de $ 4’841.790. 

Para Nieves Ramírez Saavedra la suma de $ 6’200.284. 

Para Luis Humberto Rincón la suma de $ 12’844.594. 

Para Eraclio Gil Cárdenas la suma de $ 25’267.101. 

Para María Esther Mendieta Vargas la suma de $ 12’281.271. 

Para Blanca Inés Bolívar Vargas la sum de $ 38’056.746. 

Para Álvaro Martínez Valbuena la suma de $ 18’056.746. 

Para Marco Antonio Parra Maca la suma de $ 20’568.497. 

TERCERO: Declárase probada de oficio la excepción de “falta de legitimación en la causa por pasiva”, con relación a la señora Luz Marina Gutiérrez de conformidad con lo expuesto en la parte motiva del presente fallo.

CUARTO: Para el cumplimiento de esta sentencia se dará aplicación a lo previsto en los artículos 176 a 178 del C.C.A.

QUINTO: Deniéguense las demás pretensiones de la demanda. 
SEXTO: Sin condena en costas.  
SEPTIMO: En caso de no ser apelada esta sentencia, consúltese con el Superior”. 

Expediente No. 27.857: 

“PRIMERO: Declarase probada de oficio la excepción de ‘falta de legitimación en la causa por pasiva’, con relación a Luz Marina Gutiérrez, Foción Vargas Páez, Elvia María Casas Pinzón, María del Rosario Ruiz, Hugo Nova, Gilberto Morales y María del Carmen Rodríguez, de conformidad con lo expuesto en este fallo. 

SEGUNDO: Declárase administrativa y patrimonialmente responsable a la Nación - Rama Judicial, por los perjuicios ocasionados a los demandantes con motivo de la destrucción de las mejoras realizadas en los inmuebles ubicados en el Barrio Mónaco, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva del presente proveído. 

TERCERO: Como consecuencia de la anterior declaración Condénase a la Nación - Rama Judicial - Dirección Ejecutiva de Administración Judicial a pagar a los demandantes por concepto de perjuicios materiales, las siguientes sumas:  

Sara Osorio Zamora $24’466.763. 
Luis Elicio Acosta Rey $ 29’617.661. 

Jairo Gutiérrez Torres $ 4’645.145. 

Gladys Oliva Melo Albornoz y Nancy Ruth Melo Albornoz $ 19’365.066. 

Julio Enrique Osorio Zamora $ 6’589.146. 

Domingo Antonio Niño $ 103’237.051. 

María Isabel Albarracín Riaño $ 25’754.487. 

Hernando Rodríguez $ 38’461.380. 

Doris Bustos Mahecha $ 14’594.209. 

Amparo García López $ 69’777.956. 

Fabio Alberto Bernal $ 821.548. 

Álvaro Elías Alvarado Pinilla $ 5’497.578. 

María del Rosario Merchán Villamil $ 29’617.661 

Florentino Tibaduza Torres y Leonor Rivero Gaitán $ 24’466.763. 

José Gumersindo Reyes $ 29’617.661. 

Juan Anselmo Martínez Martínez y Bárbara Martínez de Martínez $6’883.720.     

Dora Esmeralda Yepes Méndez y José Yepes Méndez $ 9’883.720. 

María Emma Osma $ 29’617.661. 

Hernando Trujillo González $ 9’883.720. 

Ninfa Rojas González $ 79’108.957. 

José Manuel Alfonso Vargas $ 36’536.265. 

Juan de Jesús Ramos $ 16’472.886. 

María Teresa Prada Ramos $ 49’792.008. 

Nelson Mendieta Celis $ 25’754.487. 

Tomás Emilio Morales Saldaña $ 9’883.720. 

Diego Pacheco Monroy $ 2’166.087. 

Gildardo López Montes $ 45’499.594. 
José Faustino Castañeda Estupiñán $ 29’617.661. 

Aldemar Gómez López $ 9’883.720. 

Roberto Ismael Pérez Muñoz $ 43’125.411. 

Bernardo Parra Parra $ 25’754.487. 

María Florinda Menjura $ 3’706.232. 

Rodolfo Pérez Menjura $ 926.558. 

Israel Garzón Chelito $ 29’617.661. 

Inocencia Contreras Contreras y Rosalba Contreras Contreras $21’891.314. 

Esteban Naranjo Urrego $ 29’617.661. 

María de Teresa de Jesús Ortiz $ 5’147.545. 

Gabriel Leonidas Bernal y María Sara Martínez $ 29’617.661. 

Carolina Navarro $ 21’462.073. 

Pedro María Fuquen Salamanca $ 617.705. 

César Alfonso Fuquen Becerra $ 617.705. 

CUARTO: Deniéguense (sic) las demás pretensiones de la demanda. 
QUINTO: Para el cumplimiento de esta sentencia se dará aplicación a lo previsto en los artículos 176 a 178 del C.C.A.  
SEXTO: En caso de no ser apelada esta sentencia, consúltese con el Superior.  
SEPTIMO: Sin condena en costas”. 

I. ANTECEDENTES

1.1.- LAS DEMANDAS Y SU TRÁMITE

El presente proceso corresponde a los expedientes radicados con los números 23.645, 25.959, 27.474, 27.411 y 27.857, cuya acumulación se dispuso en esta Corporación mediante auto proferido el 11 de noviembre de 2005
. 
Expediente No. 23.645:
En escrito presentado el 9 de noviembre de 1998, por conducto de apoderado judicial, los señores Ramiro Gil Cárdenas, Ana Beatriz Castañeda, Luis Eduardo Sierra Núñez, José Manuel Martín Ramos, Pedro María Rodríguez Hernández, Eusebio Rodríguez Hernández, Wilson Ortiz Trujillo, Jorge Enrique Garzón Ramírez, Custodia Orjuela, Miguel Antonio Prieto Cárdenas, Medardo Antonio Monroy Angarita, Brigith Eliana Monroy y Aura Nelly Pacheco de Ruiz, interpusieron demanda en ejercicio de la acción de reparación directa contra la Nación - Rama Judicial, con el fin de que se la declarara administrativa y patrimonialmente responsable por los perjuicios ocasionados <<por el desalojo de la posesión y destrucción de sus bienes muebles e inmuebles, ubicados dentro del Barrio Ciudad Mónaco, de la ciudad de Bogotá D.C., por orden del Juez Sexto de Familia de Bogotá, en cumplimiento de una sentencia de tutela proferida por el Juzgado 33 Civil Municipal de Bogotá>>. 
Como consecuencia de la anterior declaración, solicitaron que se condenara a la demandada al pago de los perjuicios materiales, en la modalidad de daño emergente y lucro cesante, para cada uno de los demandantes, “por haber sido despojados de la posesión sobre unos lotes que habían adquirido con justo título y buena fe”, al tiempo que deprecaron una indemnización “por haber sido destruidos sus muebles e inmuebles junto con las mejoras útiles y voluntarias que habían hecho en los lotes adquiridos de buena fe”; finalmente, por concepto de perjuicios morales, solicitaron una suma equivalente en pesos a 500 gramos de oro a favor de cada demandante. 
Como fundamentos fácticos de sus pretensiones narraron, en síntesis, que el señor Fernando Samper Madrid era propietario de un lote de terreno no desenglobado, cuya extensión aproximada era de 65.000 metros cuadrados, el cual estaba ubicado en la calle 81 No. 67-50 o 68-50 en la ciudad de Bogotá.  
Sostuvieron los demandantes que el día 28 de enero de 1977 el señor Samper Madrid “le dio en tenencia” dicho inmueble al señor Alfonso Ríos Uribe con el fin de que lo explotara económicamente y se lo restituyera el día 31 de diciembre de 1997, plazo que era prorrogable. 
Señala la demanda que el señor Ríos Uribe contrató como administrador al señor David Ríos, quien habría quedado como “poseedor” de todo el terreno y quien vendió sus “derechos posesorios” a los señores Manuel Antonio Moreno, Angelino Tobar y Guillermo Méndez, personas éstas que dividieron el predio en un total de 600 lotes, de los cuales vendieron “los derechos posesorios” a los actuales demandantes -entre otros-, quienes habrían venido a ser según la demanda “poseedores de buena fe” hasta el mes de enero de 1997, fecha en que se produjo su desalojo como consecuencia de los procesos policivos que el señor Samper Madrid debió iniciar  para recuperar la posesión, no obstante ninguno de ellos prosperó. 
Agregaron los demandantes que, al fallecer el propietario, sus herederos iniciaron el proceso de sucesión, cuyo conocimiento correspondió al Juzgado Sexto Civil de Familia de Bogotá, dentro del cual se incluyó en el inventario sucesoral el referido lote y sobre éste se decretaron las medidas cautelares de embargo y secuestro.

Informa la demanda que la diligencia de secuestro correspondiente se llevó a cabo en el mes de octubre de 1993 por el Juzgado 57 Civil Municipal, comisionado para tales efectos, a quien le correspondió tramitar la oposición que a la práctica de tal medida plantearon  40 “poseedores” del inmueble. De tales oposiciones únicamente se les reconoció dicha calidad a siete (7) de los incidentantes, las demás oposiciones fueron denegadas.   
Indicaron los demandantes que algunos de los “poseedores de buena fe” se agruparon y conformaron lo que pasó a ser el barrio Ciudad Mónaco, el cual fue reconocido y legalizado mediante los Decretos No. 688 y 689 del 6 de noviembre de 1996, actos que fueron proferidos por la Alcaldía Mayor de Bogotá. El mencionado barrio -afirmaron- fue dotado de servicios públicos domiciliarios.   

Manifestaron, además, que mientras se tramitaba el juicio de sucesión del señor Samper Madrid, su viuda formuló acción de tutela contra el Juzgado Sexto de Familia, por considerar que había vulnerado sus derechos al debido proceso y a la propiedad, acción que se habría desatado  mediante sentencia proferida el 20 de noviembre de 1996 por el Juzgado 33 Civil Municipal que tuteló tales derechos a favor de la citada accionante y, ordenó la entrega material del inmueble embargado al secuestre designado, “sin escuchar ninguna clase de oposición”; no obstante lo anterior -plantean los actores-, dicho proveído “no tuvo en cuenta que se estaban tramitando cuatro apelaciones de incidentes de desembargo ante el Tribunal Superior de Bogotá por algunos de los poseedores de dicho inmueble”.    
Añadieron los demandantes que el día 28 de enero de 1997 se practicó la diligencia de desalojo por el Juez de Familia quien, “extralimitándose en sus funciones, ordenó desalojar y destruir todas las construcciones, sin que se hubiese identificado a los poseedores, ni las divisiones de los lotes que se habían hecho y se suspendieron los servicios públicos domiciliarios”. Para la ejecución de tal medida de desalojo -resaltan los actores- el aludido funcionario judicial habría utilizado aproximadamente 1.500 agentes de la Policía, con camiones, buldóceres y retroexcavadoras.  
Indicaron que, posteriormente, el referido fallo de tutela fue revocado por la Corte Constitucional mediante providencia calendada el 8 de octubre de 1997, en la cual además se ordenó compulsar copias a la Fiscalía General de la Nación y al Consejo Superior de la Judicatura con el fin de que investigaran la posible comisión de delitos y faltas disciplinarias por parte del juez que conoció la acción de tutela. 
Adujeron, finalmente, que tales hechos son constitutivos de un error jurisdiccional y un defectuoso funcionamiento de la Administración de Justicia, toda vez que, por una parte, el Juzgado Sexto de Familia de Bogotá extralimitó sus funciones en la diligencia de entrega del inmueble, pues ordenó la destrucción de todos los bienes de los poseedores sin que se les hubiese reconocido derecho alguno (como la posesión y las mejoras) y, por otra parte, el Juez Treinta y Tres Civil Municipal de Bogotá “concedió la tutela contrariando la ley, además demoró de forma injustificada la remisión del expediente de tutela a la Corte Constitucional para su revisión.”

Mediante auto proferido el 12 de diciembre de 2000 se decretó la acumulación del expediente No. 990213, en el cual se debate el mismo asunto, pero frente a los señores María Efigenia Sánchez, Jorge Enrique Reyes Rodríguez, María Aurora Ruiz de Chivatá, Álvaro Martínez, Raúl Cifuentes, Jorge Eliécer Arango Estrada, Celia María Rodríguez, Luz Marina Quintero de Buitrago, Jesús Enrique Torres Rodríguez, Rudesindo Martínez Martínez, Genaro Pérez Roldán, Luis Hernando Pérez Roldán Luis Eduardo Parra, Luis Alfredo Lobatón, Sizta Tulia Niño, Fernando Buitrago, Anastasio Casallas Castilblanco, Javier Enrique Navarro Calderón, Ignacio Rodríguez Hernández, Martha Rodríguez, Ramiro Guerrero, Evaristo Gil, Blanca Edelmira Alvarado, Ángel María Lancheros Roncacio, Blanca Nieves Lancheros Robayo, Hipólito Duarte Velandia, José Crispulo Rocha Buitrago, Carlos Rafael Torres, Luz Herminda Parra Bolívar, Margarita Sotelo, Jorge Alberto Navarrete, Hugo Rodríguez Forero, Carmen Rosa Rojas Martínez, Isidro Alfonso Romero Esteban, Flor Herminda Roa de Gaitán, María Antonia del Tránsito Bolpivar, Rafael González Estévez y Luis Hernando Álape Álape. 
La demanda así formulada fue admitida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, mediante proveído de fecha 18 de enero de 1999, el cual se notificó en legal forma a la entidad demandada y al Ministerio Público
. 

Expediente No. 25.959:  

En los mismos términos, el 26 de enero de 1999, fue presentada la demanda por los señores Stella Cruz Flórez, José de Jesús Peña Rozo, Luz Marina Gómez, Ignacio Peña, Álvaro Carreño, Sandra Patricia Cano Rivera, Juan de Dios Duarte, María Cecilia Rodríguez de Moreno, Julio Enrique Saavedra Sedano, Gloria Anadelia Silva Barahona, Carlos León Ramírez, William Henry León Ramírez, Carlos Emigdio Moreno Medellín, Carlos Julio Galindo Vargas, Darío David García García, José Sagrario Monsalve Gómez, Elvina Díaz Torres, Leonidas Blanco Panqueva, María Olga Patiño, Jaime Arnulfo Rubio Quimbayo, Cecilia García García, Miguel Torres Acosta, Guillermo Alejandro Forero Sáchica y Oscar Alejandro Peña Rozo, quienes, de igual forma, solicitaron que se condenara a la demandada al pago de los perjuicios materiales, en la modalidad de daño emergente y lucro cesante “por haber sido despojados de la posesión sobre unos lotes que habían adquirido con justo título y buena fe”, así como también solicitaron una indemnización “por haber sido destruidos sus muebles e inmuebles junto con las mejoras útiles y voluntarias que habían hecho en los lotes adquiridos de buena fe”; finalmente, por concepto de perjuicios morales, deprecaron una suma equivalente en pesos a 500 gramos de oro para cada uno de los demandantes
.  
La demanda se admitió mediante auto calendado el 22 de abril de 1999 que se notificó en debida forma
. 
Expediente No. 27.474:  

De igual manera y con fundamento en los mismos hechos y pretensiones se encuentra la demanda presentada el 8 de enero de 1999, la cual corresponde a los señores Germán Niño Torres, Adelmo Nelson Beltrán Martínez, Celso Vargas Páez, Genaro Ruiz Chaparro, Luis Ruiz Chaparro, Ana Olmos Amaya, Víctor Hernán Sánchez, Luz Del Carmen Buitrago Gutiérrez, Víctor Manuel Buitrago Gutiérrez, Ana Tulia Gutiérrez Soler, José del Carmen Álape, Nubia Elizabeth Chávez Martínez, Julio Humberto Cortes, Argemiro Castro Saavedra, Laureano Castillo Gamboa, Rafael Antonio Mesa Herrera, Alba Nelly Salinas Díaz, Jerónimo León Rodríguez, Isidro Acosta Cubides, Segundo Joselyn Duran, Blanca Lilia Gaona, José Gabriel Peña Vanegas, Fernando Mogollón Sánchez, Juan Francisco Bulla Cabiativa, José Isaías Uscátegui, Mario Vargas Forero, Dexi Yaneth Calderón, Manuel Vargas Mora, Fanny Melo Lugo, Miguel Ángel Rincón, Rosa Delsy Rincón Melo, Luis Fernando Ramírez y Neysla Ortiz Pérez
. La demanda se admitió por auto del 29 de abril de 1999 y se notificó en debida forma
.
Expediente No. 27.411:
En los similares términos, el 17 de diciembre de 1998 fue presentada la demanda por los señores Graciela Silva de Álape, Inirida Avendaño Sandoval, Luis Alfonso Moreno Moreno, Arcelio Blanco, Consuelo Aldana, Juan Isidro Ruiz, Juan de Jesús Arnulfo Naizaque, Marco Parra, Blanca Lilia Rodríguez, Heriberto Chaguala, Cecilia Betancourt, Ricardo Caraballo Bejarano, Pedro Pablo Vaca Bermúdez, Julio Antonio Beltrán, Alfonso López Roa, Leydi Yadira Salamanca, Stiven Joaquín Riveros, Ana Inés Martín de Sánchez, Carlos Arturo Sánchez, Marina Carreño Núñez, Luz Ilba Ramírez Saavedra, Nieves Ramírez Saavedra, Nieves Ramírez Saavedra, Luis Humberto Rincón Galindo, Eraclio Gil Cárdenas, María Esther Mendieta Vargas, Blanca Inés Bolívar Vargas, Luz Marina Gutiérrez y Álvaro Martínez Valbuena
. La demanda fue admitida mediante proveído del 29 de abril de 1999 que se notificó en debida forma
.
Expediente No. 27.857:
Finalmente, con base en los mismos hechos y pretensiones de las anteriores demandas, obra el líbelo introductorio presentado el 26 de enero de 1999 por los señores Sara Osorio Zamora, Luis Elicio Acosta Rey, Jairo Gutiérrez,  Gladys Olivia Melo Albornoz, Nancy Ruth Melo Albornoz, Rafael Aldana, Julio Enrique Osorio, Domingo Antonio Niño, María Isabel Albarracín Riaño, Hernando Rodríguez, Doris Bustos Mahecha, Amparo García López, Fabio Alberto Bernal Viancha, Álvaro Elías Alvarado Pinilla, Fosión Vargas Páez, Elvia María casas Pinzón, María del Rosario Merchán Villamil, Floriberto Tibaduiza Torres, Leonor Riveros Gaitán, José Gumercindo Reyes Rodríguez, María del Rosario Ruiz, Juan Anselmo Martínez Martínez, Bárbara Martínez de Martínez, Dora Esmeralda Yepes Méndez, María Ema Osma, Hernando Trujillo González, Ninfa Rojas González, José Manuel Alfonso Vargas, Gloria Cecilia Mesa Herrera, José Tiberio Vargas Buitrago, Juan de Jesús Ramos, Hugo Nova Forigua, María Teresa Prada Ramos, Nelson Mendieta Celis, Gilberto Morales, María del Carmen Rodríguez, Tomás Morales Saldaña, Diego Pacheco Monroy, Gildardo López, José Faustino Castañeda, Rosalía Fajardo, Javier Alfonso Peña Rozo, Aldemar Gómez López, Roberto Ismael Pérez Muñoz, María Florinda Menhura de Pérez, Rodolfo Pérez Menjura, Ismael Garzón Chelito, Inocencia Contreras Contreras, Rosalba Contreras Contreras, Esteban Naranjo, María Teresa de Jesús Ortiz Valencia, Gabriel Leonidas Bernal, Carolina Navarro, Pedro María Fuquen Salamanca, César Alfonso Fuquen Becerra y Pedro Pablo Cortés
. La demanda fue admitida mediante proveído del 29 de abril de 1999 que se notificó en debida forma
. 
1.2.- Las contestaciones de las demandas. 

La Nación – Rama Judicial, representada por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial contestó oportunamente las demandas y se opuso a las pretensiones formuladas en cada una de ellas; como razones de su defensa manifestó que en el presente asunto no se configuró responsabilidad patrimonial alguna respecto de la entidad demandada, toda vez que “las decisiones jurisdiccionales estuvieron soportadas en las normas sustantivas y procesales vigentes”. Sostuvo, además, que “los invasores de esas tierras ahora demandantes”, formularon en su respectiva oportunidad las oposiciones a la diligencia con el propósito de  impedir el desalojo, sin embargo les fueron resueltas de forma desfavorable, por manera que ha de entenderse que no tenían derecho subjetivo alguno sobre dichos predios. 
Añadió finalmente que, examinando el caso desde otro ángulo, si bien era cierto que la Corte Constitucional había revocado la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Sexto de Familia de Bogotá que ordenó el desalojo de los poseedores, a dicha decisión se arribó por entender la Corte que en ese momento dicha acción “era superflua, es decir, innecesaria”, comoquiera que, al estar en firme la decisión del desalojo de ese Juzgado de Familia, necesariamente debía cumplirse, por lo cual la tutela no hizo más que acelerar su cumplimiento
. 

1.3.- Vencido el período probatorio dispuesto en cada uno de los diferentes expedientes y fracasada la etapa de conciliación, el Tribunal de primera instancia dio traslado a las partes para presentar alegatos de conclusión y al Ministerio Público para que rindiera concepto
.  

La parte actora, luego de referirse a los hechos materia de proceso y al acervo probatorio recaudado en cada uno de los respectivos expedientes, manifestó que concurrían en este caso los requisitos para que se diera la declaratoria de responsabilidad de la Administración, a título de error jurisdiccional y defectuoso funcionamiento de la Administración de Justicia, toda vez que la diligencia de entrega material del inmueble al secuestre realizada por el Juez Sexto de Familia de Bogotá, vulneró el derecho de posesión que de buena fe habrían adquirido los ahora demandantes, así como también habría desconocido el derecho al reconocimiento de las mejoras que estos habrían plantado en tales predios. Así pues, sostuvo que si bien el ordenamiento jurídico contempla el uso de la Fuerza Pública para realizar el desalojo, ello no implica la destrucción y arrasamiento de los inmuebles como ocurrió en el presente asunto
. 
En sus alegatos, la entidad pública demandada insistió en que tanto el Juzgado Sexto de Familia de Bogotá, como el Juzgado 33 Civil Municipal de Bogotá, encargados de tramitar el proceso de sucesión y de la acción de tutela, respectivamente, actuaron siempre conforme al ordenamiento jurídico, razón por la cual no hubo extralimitación de función alguna de sus funciones
. 
El Ministerio Público guardó silencio
.  

1.4.- LAS SENTENCIAS DE PRIMERA INSTANCIA
Cumplido el trámite legal correspondiente, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección B, profirió sentencias los días 30 de julio de 2002 (Exp. 23.645) y 3 de septiembre de 2003 (Exp. 25.959). A su turno, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Sala de Descongestión dictó sentencias el 9 de marzo de 2004 (Exp. 27.411) y 27 de abril de 2004 (Exp. 27.857), mediante tales providencias se declaró la responsabilidad patrimonial de la entidad demandada y, en consecuencia, se adoptaron las condenas descritas al inicio de esta providencia.  

Para arribar a tales decisiones, se puso de presente que los proveídos que ordenaron el embargo, secuestro y entrega material del inmueble al secuestre, se enmarcaron dentro del ordenamiento jurídico, habida cuenta que la diligencia de entrega practicada durante los días 28, 29 y 30 de enero de 1997 era equivalente a la que se debía practicar dentro del proceso de sucesión, amén de que en ambas, de conformidad con el artículo 688 del C. de P. C., era permitido el uso de la Fuerza Pública, por manera que no se encontraba configurado el presunto error jurisdiccional predicado respecto de tales providencias. Indicaron las providencias en comento que, no obstante lo que se deja dicho, tal facultad de utilizar la fuerza no autorizaba la vulneración de los derechos de propiedad sobre los bienes hasta el punto de  destruir todo el patrimonio de los poseedores de buena o mala fe, de lo que se seguiría en este caso que la actuación judicial estuvo enmarcada dentro del ordenamiento jurídico sólo hasta el momento en que se ordenó la práctica del desalojo de todos los ocupantes ilegales del predio y entregó el bien al secuestre, pero no así a partir de cuando ordenó la demolición de todos los bienes propios de tales ocupantes, los cuales -entendieron los falladores-  no eran otros que cada una de las mejoras de su propiedad respecto de las cuales se les debió garantizar su conservación, por lo que, a partir de tal instante, la actuación resultó constitutiva de un defectuoso funcionamiento de la Administración de Justicia. 
En cuanto a la indemnización de perjuicios, el a quo accedió al reconocimiento de perjuicios materiales, en la modalidad de daño emergente, para lo cual tuvo en cuenta el dictamen pericial decretado en cada uno de los procesos. 
Finalmente, en lo atinente a los perjuicios morales, el Tribunal a quo los denegó en cada una de las sentencias apeladas, por considerar que no fueron acreditados. 
Expediente No. 27.474:
En este proceso, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Sala de Descongestión, mediante sentencia de fecha 25 de febrero de 2004 denegó las pretensiones de la demanda, por considerar que los daños que originaron la presente demanda se produjeron como consecuencia del fallo de tutela proferido por el Juzgado Treinta y Tres Civil Municipal de Bogotá, el cual dio la orden al Juez Sexto de Familia de entregar el bien inmueble al secuestre, orden que fue efectivamente cumplida por ese Despacho judicial, pero que, por no haber sido impugnada tal decisión por los ahora demandantes en ese proceso, tal  circunstancia configuró la causal  eximente de responsabilidad prevista en el artículo 67 de la Ley 270 de 1996, consistente en la culpa exclusiva de la víctima.
1.5.- LOS RECURSOS DE APELACION 
Contra las anteriores sentencias, tanto la parte demandante, como demandada, interpusieron oportunamente sendos recursos de apelación, los cuales fueron concedidos por el Tribunal a quo y se admitieron por esta Corporación mediante proveídos de fechas 1° de noviembre de 2002, 30 de enero, 23 de julio, 30 de julio y 10 de septiembre de 2004, respectivamente.
1.5.1.- En la sustentación, la parte actora manifestó su desacuerdo frente a cada una de tales sentencias en los siguientes aspectos: 

i)  Respecto del expediente 27.474 en el cual se denegaron las pretensiones de la demanda, sostuvo que, contrario a lo sostenido por el Tribunal de primera instancia, el Juez Sexto de Familia que ejecutó la orden de tutela de desalojo no permitió intervenir a los poseedores para oponerse a dicha diligencia, de lo cual concluyó que “no se puede culpar a estas personas de no haber interpuesto los recurso alguno cuando ni siquiera las dejaron hablar”, por manera que no había lugar a declararse configurada la eximente de responsabilidad consistente en la culpa exclusiva de la víctima.
De otra parte, en relación con la vía de hecho alegada en la demanda, señaló que mediante sentencia T - 500 del 8 de octubre de 1997 la Corte Constitucional revocó las decisiones adoptadas por los Juzgados Sexto de Familia y Treinta y Tres Civil Municipal de Bogotá, consistentes en ordenar el desalojo de los poseedores, puesto que la tutela interpuesta por la familia Samper Madrid -dueña del predio ocupado-, estuvo fundada en una supuesta demora injustificada en la diligencia de desalojo de los poseedores, lo cual no se demostró y, en consecuencia, la decisión adoptada en virtud de esa precisa acción constituía una intromisión del Juzgado 33 Civil Municipal a través de la acción de tutela en el proceso de sucesión que se adelantaba en el Juzgado Sexto de Familia, motivo por el cual “el cumplimiento de la decisión afectada de vía de hecho fue el instrumento a través del cual se materializó el daño sufrido por las víctimas, pues allí se ordenó la entrega que concluyó con la destrucción de los inmuebles”.  
ii) En los demás procesos en los cuales se condenó a la demandada al pago de los perjuicios a favor de los actores, manifestaron su discrepancia en lo que respecta al no reconocimiento de indemnización por perjuicios morales, pues se partió de afirmar que el daño sufrido devino no sólo de la pérdida de la posesión de los predios y destrucción de sus bienes materiales –respecto de lo cual señaló que había abundante material probatorio dentro del expediente–, sino que, además, las circunstancias de abuso de autoridad y de violencia en las cuales se produjo el desalojo, generaban -por sí solas- una vulneración a la dignidad humana y a otros derechos fundamentales, razón por la cual solicitaron la modificación de las sentencias de primera instancia en este punto y, en su lugar, acceder al reconocimiento de los perjuicios morales deprecados en las demandas. 

iii) En relación con el no reconocimiento de indemnización por la pérdida de la posesión sobre los lotes ocupados, señalaron los demandantes que dicho perjuicio se encontraba acreditado, en atención a que “cada uno de los poseedores hizo un esfuerzo para comprar de buena fe el lote de terreno en el cual construyeron sus viviendas”, a lo cual agregó que en la diligencia de desalojo “los lotes no fueron ni identificados ni individualizados, sino que se destruyeron las viviendas y al hacerlo los lotes perdieron gran parte de su valor, dejando a sus propietarios de buena fe sin la posibilidad de hacer un reclamo mediante un incidente dentro del proceso ordinario que se estaba adelantando”, motivo por el cual solicitó se condenara “al pago del valor total de los lotes de terreno de cada uno de los demandantes”. 
iv) Respecto de los demandantes frente a quienes se declaró la falta de legitimación en la causa por activa, manifestaron los actores que su calidad de poseedores se encontraba acreditada a partir de los diferentes medios de prueba obrantes en el proceso, razón por la cual solicitó se les reconociera los perjuicios deprecados en la demanda.   
v) Finalmente, la parte actora deprecó que en el expediente radicado con el No. 23.645 se modifique la decisión de proferir condena en abstracto respecto de los demandantes señalados en la parte resolutiva de dicha sentencia para, en su lugar, liquidar condena en concreto con fundamento en el dictamen pericial que obra en el proceso, el cual -según indicó-, se encuentra “detallado y debidamente fundamentado por personas idóneas”. 
1.5.2.- A su turno, la entidad pública demandada, señaló en cada uno de los procesos cuyas sentencias fueron condenatorias que no se había configurado el supuesto defectuoso funcionamiento de la Administración de Justicia, toda vez que la diligencia de desalojo del cual fueron objeto los ahora demandantes se enmarcó dentro del ordenamiento jurídico establecido para tales efectos, motivo por el cual al haber sido estos poseedores de mala fe, debían soportar el daño que les fue irrogado, esto es la pérdida de dicha posesión y de las mejoras realizadas, máxime si tenían pleno conocimiento de la entrega que debían hacer del inmueble que ocupaban, la cual había sido ordenada dentro del proceso de sucesión que se tramitaba ante el Juzgado Sexto de Familia y dentro del cual no plantearon el reconocimiento de las mentadas mejoras, por manera que, en criterio de la entidad demandada, no podía  “… entrar a reconocerse perjuicios materiales, pues dicha declaración correspondía al juez ordinario”
. 
1.6.- Una vez se dispuso el traslado a las partes para presentar alegatos de conclusión y al Ministerio Público para que rindiera concepto, tales sujetos procesales realizaron su intervención con fundamento en los mismos argumentos, así:  
La parte demandante, luego de transcribir íntegramente los argumentos expuestos en el líbelo introductorio y en el recurso de apelación, solicitó la modificación de la sentencia de primera instancia para que, en su lugar, se accediera a la totalidad de las súplicas contenidas en las demandas
.  

A su turno, la entidad pública demandada solicitó la revocatoria de las sentencias condenatorias y, en consecuencia, pidió se denegaran las pretensiones de todas las demandas
.

En su concepto, el Ministerio Público manifestó que debía confirmarse la declaratoria de la responsabilidad respecto de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, pues se probó que el exceso de la Fuerza Pública en la diligencia de desalojo causó la destrucción de los bienes muebles e inmuebles de los ocupantes del predio. De igual forma, sostuvo debía mantenerse la condena por perjuicios materiales impuesta en la sentencia de primera instancia, pues se encontraba respaldada en los dictámenes periciales obrantes en el proceso; no obstante lo anterior,  respecto de los perjuicios morales indicó que no se acreditaron dentro del proceso, por lo cual debía confirmarse la decisión que los denegó en primera instancia
. 
Cumplido el trámite anterior, la Sala, al no encontrar causal de nulidad alguna que pudiera invalidar lo actuado, procede a resolver de fondo el presente asunto. 

II. CONSIDERACIONES 

2.1.- Competencia de la Sala.

2.1.1.- La Sala es competente para conocer del presente asunto en segunda instancia, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra cada una de las sentencias proferidas por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección B, antes referidas, comoquiera que la pretensión mayor fue estimada por varios demandantes de este proceso acumulado en la suma de $25’000.000, por concepto de daño emergente, derivados de la pérdida de posesión del inmueble que estaban ocupando, la cual supera el monto exigido para que un proceso adelantado en ejercicio de la acción de reparación directa tuviera vocación de doble instancia ante esta Corporación para aquella época, esto es  $ 18’850.000
.    
2.1.2.- En cuanto a la oportunidad para formular la presente acción indemnizatoria, advierte la Sala que el daño por cuya indemnización se demandó -según se indicó-, devino del mal funcionamiento de la Administración de Justicia y/o de un error jurisdiccional, los cuales habrían consistido en <<el desalojo de la posesión y destrucción de sus bienes muebles e inmuebles, ubicados dentro del Barrio Ciudad Mónaco, de la ciudad de Bogotá D.C., por orden del Juez Sexto de Familia de Bogotá>>, mediante diligencia que se realizó entre el 28 y 30 de enero de 1997.  
Ahora bien, el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo establece el término de caducidad de las acciones ordinarias, entre ellas la de reparación directa, la cual caduca al vencimiento del plazo de 2 años contados a partir del día siguiente del acaecimiento de hecho, omisión, operación administrativa o de ocurrida la ocupación temporal o permanente del inmueble de propiedad ajena por causa de trabajo público o cualquiera otra causa (num. 8).
Así las cosas, por haberse interpuesto las demandas los días 9 de noviembre de 1998 (Expediente 23.645), 17 de diciembre de 1998 (Expediente  27.411), 8 de enero de 1999 (Expediente 27.474) y 26 de enero de 1999 (Expedientes  25.959 y 27.857), respectivamente, se impone concluir que cada uno de tales libelos se presentó dentro del término legal previsto para tal efecto.
2.2.- El material probatorio obrante en los procesos. 

La Sala procederá a estudiar, de acuerdo con el acervo probatorio recaudado en cada uno de los procesos, si la entidad demandada es responsable por los hechos que dan origen a la presente acción . 

Las pruebas allegadas para demostrar los hechos alegados y dar sustento a las pretensiones formuladas, son las siguientes: 

-    Copia auténtica de la sentencia proferida el 20 de noviembre de 1996 por el Juzgado Treinta y Tres Civil Municipal de Bogotá, dentro del proceso de tutela adelantado por la señora Lilia Isabel Gómez de Samper contra el Juzgado Sexto de Familia de esa misma ciudad. En dicho proveído se decidió lo siguiente: 

“1°. Conceder la acción de tutela a la señora Lilia Isabel de Samper Cónyuge sobreviviente del causante Fernando Samper Madrid para que le sea entregado al secuestre la porción del inmueble sobre la cual los opositores carecen de derecho, que se encuentra ubicado en la Autopista - Medellín # 68-50 predio denominado San Joaquín”. 

2°. Ordenar al Juez Sexto de Familia de Bogotá entregue la porción del inmueble ubicado en (…), al secuestre designado en la sucesión del Causante Fernando Samper Madrid en el término de 48 horas hábiles, es decir, 6 días hábiles como lo ordena el art. 686 del C.P.C., con auxilio de la Fuerza Pública si es necesario.” 

La anterior decisión se originó en los siguientes hechos y consideraciones: 
“En el Juzgado Sexto de Familia se tramita el proceso de sucesión de Don Fernando Samper Madrid.

El predio denominado San Joaquín, situado en la Autopista Medellín # 68-50, con un área aproximada de 107.000 metros cuadrados fue denunciado, inventariado y avaluado porque es de propiedad de la sucesión. 
Se solicitaron medidas cautelares del funcionario que conoce del proceso sobre el mencionado inmueble y éste decretó el embargo y secuestro del mismo, se designó el auxiliar de la Justicia a quien le debía ser entregado. 

El Juzgado Sexto de Familia de esta ciudad comisionó a la Juez 57 Civil Municipal de Bogotá con el despacho comisorio # 102 de 1993 para la práctica de la diligencia de secuestro. 

La funcionaria comisionada identificó el inmueble por sus linderos el 26 de octubre de 1993, hace ya más de tres años, posteriormente practicó la diligencia, entregó aproximadamente 42.000 metros al auxiliar de la Justicia designado, admitió oposición en la otra porción del inmueble de aproximadamente 65.000 metros cuadrados, hecha por 40 personas a quienes se les dejó como secuestres provisionales. 

Tramitada la oposición, el 29 de febrero de 1996, el comitente reconoció derecho derivado de posesión a siete (7) opositores en un área de aproximadamente 500 metros y ordenó entregar el saldo, es decir los restantes 64.500 metros al secuestre designado. 

Al señor Juez Sexto de Familia se le ha solicitado el 28 de marzo y el 31 de julio de 1996 que proceda a realizar la entrega, tal como lo ordena de manera clara el art. 686 del C.P.C. 

Desconociendo el procedimiento establecido en la norma anterior el señor Juez ha dilatado el cumplimiento de su obligación con el argumento de que en oportunidad procesal adecuada resolverá sobre el tema y esa oportunidad hasta la fecha no ha llegado. 

En la petición se solicita tutelar el derecho fundamental al debido proceso, ordenándole al señor Juez Sexto de Familia entregar al secuestre, en el plazo que posteriormente se le señale la porción del bien en el que fueron vencidos los opositores.

“(…). 

“De la inspección judicial practicada por este Juzgado al proceso de sucesión del causante Fernando Samper Madrid se deduce que al rechazar la oposición de unos opositores y aceptando la de otros opositores, acorde con lo ordenado en el artículo 686 del C.P.C., que textualmente expresa “… si la decisión fuere desfavorable al opositor, se entregarán los bienes al secuestre haciendo uso de la Fuerza Pública”, dando cumplimiento a éste artículo el Juez Sexto de Familia deberá hacer entrega de la porción del inmueble sobre la cual los opositores carecen de derecho al secuestre dentro de la sucesión del causante Fernando Samper Madrid y en concordancia con el art. 29 de la C.N. 

Por todo lo anterior se concede tutela a la señora Lilia Isabel Gómez de Samper cónyuge sobreviviente del señor causante Fernando Samper Madrid, para que le sea entregado al secuestre designado dentro de la sucesión la porción del inmueble a la que fueron desfavorecidos, o desfavorable a los opositores y que se encuentran ubicados en la Autopista Medellín # 68 50, denominado San Joaquín, se haga por parte del Juez de Familia dentro del término de 48 horas hábiles o sea 6 días” (Negrillas adicionales). 
- Copia auténtica del proveído de fecha 21 de noviembre de 1996, a través del cual el Juzgado Sexto de Familia acató el fallo de tutela y señaló fecha para adelantar la diligencia de entrega del inmueble al secuestre designado. 

- Copia auténtica del acta de la diligencia de entrega del inmueble ocupado al secuestre designado, la cual fue realizada por el Juzgado Sexto de Familia de Bogotá los días 28, 29 y 30 de enero de 1997. En dicho documento se dejó constancia de que el aludido Juez  Sexto de Familia en compañía de agentes de la Policía Nacional, incluido el Comandante de la Policía Metropolitana de Bogotá y, en presencia del Alcalde Menor de la localidad de Engativá, del apoderado de los poseedores, de los abogados de los herederos propietarios del inmueble, de representantes del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, de la Personería Distrital y delegados de la Procuraduría General de la Nación, procedió a notificar a todos los moradores sobre la decisión de desalojo para, finalmente, proceder a entregar completamente desocupado el inmueble al secuestre designado. Igualmente se dejaron consignadas las oposiciones a la diligencia, las cuales fueron presentadas por los poseedores a través de su apoderado y del Presidente de la Junta de Acción Comunal, a las cuales no se les dio trámite teniendo en cuenta que la oportunidad procesal para ello se correspondía con  la primera diligencia en la que se identificó el inmueble, tal como lo resolvió dicho Juzgado Sexto de Familia, en aplicación del artículo 686 del C. de P. C. 

Respecto de la oposición formulada por los poseedores del referido lote, resulta necesario transcribir los siguientes apartes: 

“… Le ruego que antes de practicar cualquier diligencia tendiente a la destrucción de los inmuebles, se sirva identificar plenamente uno por uno de los inmuebles para que así se pueda determinar la calidad y cantidad de elementos que se encuentran dentro del predio y así quede la constancia respectiva de la calidad de los inmuebles que haya. El juez procede a resolver la petición elevada por el señor Procurador judicial de la Junta de Acción Comunal del Barrio Ciudad de Mónaco. De conformidad con el art. 686 del C.P.C., en la presente diligencia no se admite ningún tipo de oposiciones en el procedimiento de la sucesión de Fernando Samper Madrid, quedaron definidos plenamente los derechos de quienes pretendieron ejercitar su oposición y hacer valer sus derechos de oposición. Se respetarán en sus sitios que se encuentren en este momento, la posesión de José del Carmen Cruz Quintero, quien se encuentra en el lote 5 de la manzana número 20, María Oliva Mora de Vanegas quien se encuentra en el lote 5 de la manzana número 20 (…), a las antedichas personas se les respetará su derecho de permanencia en el lote. A las demás personas se les encuentra precluída la oportunidad para hacer valer cualquier derecho derivado de posesión en el presente lote. Notificado en estrados. ‘No tengo nada que agregar al respecto, solamente solicitarle al señor Juez que oportunamente le allego a esta diligencia la diligencia de reconocimiento de legalización del predio por cuanto este barrio está reconocido por la autoridad competente”
 (Se ha resaltado). 
- Copia auténtica de la sentencia de tutela  T - 500 de fecha 8 de octubre de 1997, proferida por la Corte Constitucional, mediante la cual decidió: 
“PRIMERO: a) Revócase la sentencia proferida dentro del expediente T 122-430 por el Juzgado Treinta y Tres Civil Municipal de Bogotá de fecha 20 de noviembre de 1996, con los efectos explicados en la parte motiva de esta sentencia, por estar frente a un hecho superado, razón por la cual no se expide ninguna orden. 
En consecuencia la diligencia practicada por el Juzgado Sexto de Familia de Bogotá, durante los días 28, 29 y 30 de enero de 1997, queda en firme, pues de todas maneras habría debido realizarse aunque no se hubiera presentado la demanda de tutela. 

b) Confírmanse las tutelas proferidas dentro de los expedientes T-125.889 del 20 de febrero de 1997, T - 126.712 del 25 de febrero de 1997 (…), todas del Tribunal Superior de Bogotá, Sala Civil, y T - 128.088 del 12 de marzo de 1997, del Juzgado Treinta Civil Municipal de Bogotá. En todos estos procesos se denegó la tutela, decisión que ahora se confirma. 

c) Confírmanse las sentencias proferidas dentro de los expedientes T - 130.743  del Juzgado 39 Civil Municipal de Bogotá, T - 130.868 del Juzgado 29 Civil del Circuito de Bogotá (…). En todos estos procesos se denegó la tutela, decisión que ahora se confirma.

“(…). 

Segundo: Remitir copias de esta sentencia y del expediente a la Fiscalía General de la Nación y al Consejo Superior de la Judicatura, Seccional Bogotá, para que inicien las investigaciones correspondientes, si encuentran mérito para ello, en relación con la conducta del Juez Treinta y Tres Civil Municipal de Bogotá, que conoció de la tutela T - 122-.430 de conformidad con lo expresado en esta sentencia”.

Los argumentos para adoptar las decisiones se fundamentaron en lo siguiente: 
“¿Existía vía de hecho en el caso concreto de la tutela T - 122.430?. 
La solicitud de tutela por parte de la señora Gómez de Samper se fundó en que por no haberse fijado fecha para la diligencia de entrega mencionada, el Juzgado Sexto de Familia vulneró su derecho fundamental al debido proceso. 

“(…).  

“El Juez Treinta y Tres Civil Municipal consideró que la demora en fijar fecha para entregar los bienes al secuestre, como lo ordena un aparte del inciso 12 del artículo 686 del C. de P. C., viola el artículo 29 de la Constitución. Según las consideraciones que se transcribieron en los antecedentes de esta sentencia, no dijo nada más el juez de tutela. Ni siquiera trató de explicar en qué forma se vulneraba este derecho fundamental a la señora Gómez de Samper. Simplemente aplicó en forma mecánica un aparte de una norma de procedimiento y el derecho fundamental al debido proceso. Visto lo anterior es muy difícil sostener que se estaba en presencia de una vía de hecho. 

Por el contrario no existían pruebas en el expediente de que se estaba en presencia de una “agresión grosera y brutal del ordenamiento jurídico”, ni ante una decisión arbitraria o caprichosa del juez demandado, pues éste había explicado cuando atendería lo solicitado por los apoderados en el proceso de sucesión, la vulneración del debido proceso no aparece probada como grave e inminente y el propio proceso contiene los medios de defensa. 
Por consiguiente, la sentencia del 20 de noviembre de 1996 si constituyó una verdadera intromisión por parte del juez de tutela en el proceso de sucesión que se adelantaba en el Juzgado Sexto de Familia de Bogotá. Y lo procedente, será ordenar su revocación, con la precisión que se hará más adelante. 
Otro asunto que se debe observar es el hecho de que la sentencia del 20 de noviembre de 1996 del Juez Treinta y Tres sólo fue remitida a la Corte Constitucional el 17 de enero de 1997, fecha que coincide con la petición escrita del Presidente de la Junta de Acción Comunal al Juzgado sobre las razones para su no envío oportuno a la Corte. 

“(…). 

“Como se advirtió por todas las razones expresadas, se revocará la decisión del 20 de noviembre de 1996 del Juzgado Treinta y Tres Civil Municipal de Bogotá, sólo por no ser un asunto de tutela, pero se debe tener en cuenta que se está frente a un hecho consumado, al haberse efectuado el desalojo ordenado y que la orden de efectuar dentro de un proceso, la entrega de bienes a un secuestre no es asunto que por sí mismo vulnere derechos fundamentales.  
“(…). 
“A todo lo anterior, cabe agregar que estando en firme la decisión del Juez Sexto de Familia, necesariamente había de cumplirse y la tutela no hizo más que acelerar su cumplimiento. A tal punto que, en rigor, esta tutela resultaba superflua. 

Hecho superado en relación con las tutelas presentadas después de ocurrido el desalojo. 

“(…).
“Los jueces estimaron que no eran procedentes las tutelas por tratarse de un hecho consumado y que tienen, los interesados, la jurisdicción ordinaria para debatir sus pretensiones, en relación con los perjuicios que pudiera haberles causado la orden del Juez Treinta y Tres Civil Municipal.” (Se deja resaltado).
- Copia auténtica de los Decretos 688 y 689 del 6 de noviembre de 1996 expedidos por el Alcalde Mayor de Bogotá, mediante los cuales “se reglamenta el proceso de legalización o reconocimiento oficial de desarrollos, asentamientos o barrios localizados al interior o exterior del área urbana del Distrito Capital”. En ellos se relaciona el asentamiento conocido como “Ciudad Mónaco”, lugar donde residían los ahora demandantes. En ese mismo acto administrativo se dejó constancia de lo siguiente: 
“Artículo 4°. Efectos: la expedición del presente decreto no ampara ningún derecho sobre la tenencia de la tierra, solamente sus efectos inciden en el derecho público o sea la legalidad urbana, mejoramiento de servicios públicos y comunales y normas correspondientes al ordenamiento físico”. (Se resalta). 
- Copias auténticas de las escrituras y documentos privados de compraventa de los lotes del barrio Mónaco, junto con facturas de conexión y cobro de servicios públicos de agua y energía eléctrica a nombre de los demandantes. Asimismo se allegaron copias auténticas de los contratos de obra suscritos por los diferentes actores para la construcción de viviendas y mejoras en sus predios.  
- Finalmente, obran testimonios rendidos ante el Tribunal a quo por los señores Esteban Naranjo Urrego, Alfonso Sáchica Fontecha, José Abelardo Martínez Marín, Sevilio Olarte, María Erika Calderón, Luis Hernando Segura Benavides, Eduard Framky Fresneda Castañeda, Luis Alberto Maldonado Varela, entre otros, los cuales coinciden en señalar que entre los días 28 y 30 de enero de 1997 se produjo el desalojo de los habitantes del sector conocido como “Ciudad Mónaco”, el cual había sido reconocido y legalizado por la Secretaría de Planeación Distrital de Bogotá, señalaron también que los ahora demandantes eran propietarios de varias viviendas dotadas de servicios públicos domiciliarios, y agregaron que en la diligencia de desalojo se cometieron abusos contra los poseedores, toda vez que no se les permitió que sacaran sus enseres, amén de que tampoco se realizó una relación de los inmuebles que fueron demolidos. Expresaron, por último, que con ocasión de la diligencia de desalojo muchas de las familias desalojadas se vieron obligadas a pedir la ayuda de familiares y amigos para encontrar alojamiento (fls. 465 a 558 C. 2, 4, 6).    
2.3.- Los hechos probados.
Con fundamento en el acervo probatorio relacionado anteriormente se puede tener por acreditado: 

i) Que el señor Fernando Samper Madrid era propietario de un lote de terreno de aproximadamente 107.000 metros cuadrados, que se encuentra ubicado en la autopista Medellín # 68-50 de la ciudad de Bogotá.  
ii) Que una vez falleció el señor Fernando Samper Madrid, sus herederos iniciaron el proceso de sucesión, cuyo conocimiento correspondió al Juzgado Sexto Civil de Familia de Bogotá. Dentro del señalado proceso sucesorio se incluyó el referido lote de propiedad del causante como parte del inventario, y sobre éste se decretaron las medidas cautelares de embargo y secuestro. La diligencia de secuestro correspondiente se llevó a cabo el 26 de octubre de 1993 por el Juzgado 57 Civil Municipal comisionado para tal efecto, Despacho al que le correspondió tramitar la oposición formulada por 40 poseedores del inmueble, oposición que tramitó el Comitente (Juzgado Sexto de Familia de Bogotá) mediante providencia de 29 de abril de 1.996, reconociéndole dicha calidad únicamente a siete (7) de ellos. Las demás oposiciones fueron denegadas;   

iii) Que ante el retardo en la entrega material del inmueble al secuestre, la señora Lilia Isabel Gómez de Samper (heredera del señor Fernando Samper), formuló una acción de tutela para que se la amparara frente a la presunta violación de su derecho al debido proceso, la cual fue resuelta por el Juzgado Treinta y Tres Civil Municipal de Bogotá, en el sentido de ordenar que, en el término de 48 horas hábiles, se procediera a la entrega material del inmueble al secuestre designado;
iv) Que los días 28, 29 y 30 de enero de 1997 se realizó la correspondiente diligencia de entrega material del inmueble ocupado al secuestre designado, la cual fue realizada por el Juzgado Sexto de Familia de Bogotá, para lo cual se contó con un número considerable de efectivos de la Policía Nacional, quienes, con la utilización de tanquetas y buldóceres, procedieron a la demolición de las construcciones y al desalojo de los ocupantes; en dicha diligencia no se permitió ejercer oposición alguna a los ocupantes, pues la oportunidad para ello ya había fenecido; además, durante el desalojo tampoco se realizó una relación sobre el número ni calidad de las viviendas, ni mucho menos sobre los bienes muebles que cada una de ellas contenía. 
2.4.- Títulos de imputación aplicables al presente asunto. 

Antes de abordar el análisis del caso concreto, la Sala debe determinar a partir de la causa petendi de la demanda y del objeto de apelación, el título de imputación aplicable, toda vez que será a partir de allí que se analice si le asiste, o no, responsabilidad a la entidad demandada por el hecho dañoso que se le atribuye.

Pues bien, ocurre que la parte demandante, a lo largo del trámite de la presente acción, sostuvo que el hecho dañoso demandado se habría ocasionado: 
i) Porque el Juzgado Sexto de Familia de Bogotá extralimitó sus funciones en la diligencia de entrega del inmueble, pues ordenó la demolición de todos los bienes de los poseedores sin que se les hubiese reconocido derecho alguno (como la posesión y las mejoras) y, 
ii) Porque el Juez Treinta y Tres Civil Municipal de Bogotá concedió la tutela que ordenó el desalojo contrariando el ordenamiento jurídico, toda vez que “no tuvo en cuenta que se estaban tramitando cuatro apelaciones de incidentes de desembargo ante el Tribunal Superior de Bogotá por algunos de los poseedores de dicho inmueble”, amén de que no se les permitió a los ocupantes ejercer su derecho de oposición en esa diligencia.
Al respecto, debe precisarse que esta Sección del Consejo de Estado, en forma reiterada, ha considerado que se está en presencia del título de imputación denominado error jurisdiccional, cuando se atribuyen falencias en las que se incurre a través de providencias judiciales por medio de las cuales se interpreta, se declara o se hace efectivo el derecho subjetivo. En cuanto tiene que ver con los presupuestos correspondientes, la Sala ha señalado, como requisitos que deben concurrir para que proceda declarar la responsabilidad patrimonial del Estado con base en el error judicial, los siguientes:
a) Que el daño conste en una providencia judicial respecto de la cual se hayan agotado los recursos ordinarios legalmente procedentes y,
b) Que la providencia sea contraria a derecho, sin que esto signifique que la contradicción tenga que ser grosera, abiertamente ilegal o arbitraria
.
Por otra parte, respecto del título de imputación por defectuoso funcionamiento de la Administración Judicial, el origen del daño se halla en un trámite que no envuelve decisión alguna por parte del funcionario judicial, sino que constituye apenas una actuación administrativa adelantada en el desarrollo de un proceso judicial, que puede calificarse, por lo tanto, como un evento de defectuoso funcionamiento de la Administración de Justicia que se enmarca dentro de la teoría general de la falla del servicio y por el cual, de encontrarse probado, puede deducirse la responsabilidad patrimonial de la Nación, si además se acredita el daño antijurídico que con dicha actuación se hubiere causado.
Así pues, la Corporación ha sostenido que se está en presencia de este título jurídico de imputación en aquellos supuestos en los cuales la responsabilidad se deriva de las demás actuaciones judiciales necesarias para adelantar el proceso o la ejecución de las providencias de los jueces. En la anotada dirección, la Sala ha discurrido de la siguiente manera
: 

“La doctrina española para diferenciar el error judicial del defectuoso funcionamiento explicó: 

“… nos encontramos en el dominio de la responsabilidad por funcionamiento anormal de la Administración de Justicia, siempre y cuando la lesión se haya producido en el ‘giro o tráfico jurisdiccional’, entendido éste como el conjunto de las actuaciones propias de lo que es la función de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado (excluidas las actuaciones de interpretar y aplicar el Derecho plasmadas en una resolución judicial que, como se acaba de indicar, caerán en el ámbito del error judicial); a sensu contrario, no entrarían en este concepto aquéllas actividades que produjesen un daño -incluso si éste fuese identificado plenamente como achacable a la actuación de un Juez o Magistrado- si su actuación no se hubiese realizado en el mencionado ‘giro o tráfico jurisdiccional’, sino en otro tipo de actuaciones distintas.

En definitiva, en el régimen establecido para la responsabilidad por el funcionamiento anormal de la Administración de Justicia habrán de incluirse las actuaciones que, no consistiendo en resoluciones judiciales erróneas, se efectúen en el ámbito propio de la actividad necesaria para juzgar y hacer ejecutar lo juzgado o para garantizar jurisdiccionalmente algún derecho”
.

Así también lo previó el legislador colombiano cuando dispuso que, fuera de los casos de error jurisdiccional y privación injusta de la libertad, ‘quien haya sufrido un daño antijurídico, a consecuencia de la función jurisdiccional tendrá derecho a obtener la consiguiente reparación’ (Art. 69 ley 270 de 1996)” (Subrayas fuera del texto original).

De conformidad con lo anterior y teniendo en cuenta los hechos probados antes referidos, concluye la Sala que el presente asunto debe analizarse bajo la óptica de los dos títulos de imputación a los cuales se ha hecho alusión, esto es error jurisdiccional y defectuoso funcionamiento de la Administración de Justicia.
2.5.- Análisis del caso en concreto.

Dado que los señalamientos formulados por la parte actora se concentran en ambos títulos de imputación, la Sala abordará el análisis de cada uno de ellos con el propósito de determinar si la demandada incurrió, o no, en una situación o evento constitutivo de error jurisdiccional o defectuoso funcionamiento de la Administración Judicial, para lo cual se tendrán en cuenta los medios probatorios con que cuenta el proceso y a los cuales ya se ha hecho referencia. 

2.5.1.- Análisis del presunto error jurisdiccional. 

Según se dejó indicado, el presunto error jurisdiccional en el cual habría incurrido la entidad demandada, radicó en que, por una parte, el Juzgado Treinta y Tres Municipal de Bogotá concedió la tutela que ordenó el desalojo contrariando el ordenamiento jurídico, pues “no tuvo en cuenta que se estaban tramitando cuatro apelaciones de incidentes de desembargo ante el Tribunal Superior de Bogotá por algunos de los poseedores de dicho inmueble” y, por otra parte, durante la diligencia de desalojo el Juzgado Sexto de Familia no les permitió a los ocupantes manifestar su oposición a dicha diligencia.
Así pues, como atrás se mencionó, no debe perderse de vista que el error judicial se configura o materializa cuando en ejercicio de la función de Administrar Justicia se profiere una providencia judicial equivocada porque no se ajusta a la realidad procesal o a la ley. Y, para concluir si en el caso concreto se originó el deber jurídico de la entidad demandada de indemnizar los daños ocasionados con la providencia que, a juicio del demandante, constituyó un error judicial, es necesario verificar: i) si el supuesto error se halla materializado en una providencia judicial, esto es aquella proferida por una autoridad investida de función jurisdiccional y que ésta se encuentre en firme; ii) si el yerro endilgado se encuentra en los fundamentos fácticos o jurídicos de la providencia, de manera que resulta contrario a la ley; iii) si el error incide en la decisión judicial en firme, y iv) si el error produjo un daño personal y cierto que tenga la naturaleza de antijurídico
. 

En el presente asunto -advierte la Sala- la sentencia de tutela proferida el 20 de noviembre de 1996 por el Juzgado Treinta y Tres Civil Municipal de Bogotá, si bien es cierto resultó contraria al ordenamiento jurídico, comoquiera que no amparó derecho fundamental alguno que estuviese siendo vulnerado, tal y como lo precisó la Corte Constitucional en la sentencia T-500 del 8 de octubre de 1997, no es menos cierto que dicha decisión judicial no influyó de forma alguna en la concreción del hecho dañoso que originó la presente acción, pues la orden de desalojo de los ocupantes se impartió en virtud de la medida cautelar de embargo y secuestro proferida dentro del  proceso de sucesión adelantado en el Juzgado Sexto de Familia de Bogotá y, en consecuencia, dicha diligencia era una orden que debía cumplirse. En efecto, tal y como lo precisó el Tribunal Constitucional: 
“… no existían pruebas en el expediente de que se estaba en presencia de una “agresión grosera y brutal del ordenamiento jurídico”, ni ante una decisión arbitraria o caprichosa del juez demandado, pues éste había explicado cuando atendería lo solicitado por los apoderados en el proceso de sucesión, la vulneración del debido proceso no aparece probada como grave e inminente y el propio proceso contiene los medios de defensa. 

Por consiguiente, la sentencia del 20 de noviembre de 1996 si constituyó una verdadera intromisión por parte del juez de tutela en el proceso de sucesión que se adelantaba en el Juzgado Sexto de Familia de Bogotá. Y lo procedente, será ordenar su revocación, con la precisión que se hará más adelante. 

“(…). 

“Como se advirtió por todas las razones expresadas, se revocará la decisión del 20 de noviembre de 1996 del Juzgado Treinta y Tres Civil Municipal de Bogotá, sólo por no ser un asunto de tutela, pero se debe tener en cuenta que se está frente a un hecho consumado, al haberse efectuado el desalojo ordenado y que la orden de efectuar dentro de un proceso, la entrega de bienes a un secuestre no es asunto que por sí mismo vulnere derechos fundamentales.  

“(…). 

“A todo lo anterior, cabe agregar que estando en firme la decisión del Juez Sexto de Familia, necesariamente había de cumplirse y la tutela no hizo más que acelerar su cumplimiento. A tal punto que, en rigor, esta tutela resultaba superflua.” (Negrillas y subrayas adicionales). 
De lo anterior se infiere que el daño que originó la presente acción indemnizatoria no devino del aludido fallo de tutela que ordenó el desalojo de los ocupantes del predio, toda vez que -bueno es reiterarlo-, ya existía una orden judicial en ese sentido, impartida por el Juzgado Sexto de Familia de Bogotá dentro del trámite del proceso de sucesión del señor Fernando Samper, y que debía ser cumplida. 
Ahora bien, cabe agregar que la orden de entrega del inmueble ocupado al secuestre designado, de ninguna manera puede considerarse como una “vía de hecho”, pues, mediante proveído de fecha 29 de febrero de 1996, el Juzgado Sexto de Familia de Bogotá en la diligencia de embargo y secuestro denegó la oposición de los ahora demandantes y, únicamente, admitió el derecho de posesión respecto de siete (7) de los ocupantes del predio -quienes dicho sea de paso no hacen parte de este proceso-, por manera que los opositores que no fueron reconocidos judicialmente eran conscientes de la condición ilegítima en la que se encontraban, razón por la cual el desalojo no se tornó en ilegal o arbitrario, ni mucho menos la diligencia resultó sorpresiva o intempestiva para los ocupantes -ahora demandantes-, dado que se trataba de la continuación de la diligencia de entrega material del inmueble ocupado al secuestre designado. 
Al respecto el artículo 686 del C. de P. C., es del siguiente tenor literal: 

“Parágrafo 2: Oposiciones: Podrá oponerse al secuestro la persona que alegue posesión material en nombre propio o tenencia a nombre de un tercero poseedor; el primero deberá aducir prueba siquiera sumaria de su posesión, y el segundo la de su tenencia y de la posesión del tercero. La parte que pidió el secuestro podrá solicitar testimonios de personas que concurran a la diligencia, relativos a la posesión del bien. (…). 
El auto que rechace la oposición es apelable y sobre su concesión se resolverá al terminar la diligencia. (…). El auto que decida la oposición será apelable en el efecto devolutivo si fuere desfavorable al opositor, y en el diferido en caso contrario. 
“Si la decisión fuere desfavorable al opositor, se entregarán los bienes al secuestre, haciendo uso de la Fuerza Pública si fuere necesario. Cuando la decisión fuere favorable al opositor se levantará el secuestro”. (Negrillas y subrayas fuera del texto original). 
Así pues, a juicio de la Sala, la orden de desalojo contenida en la providencia de fecha de fecha 29 de noviembre de 1996 (que reconoció el derecho de posesión a siete (7) de los ocupantes y ordenó la entrega material del bien al secuestre), en modo alguno puede considerarse como irregular, arbitraria o alejada del marco normativo que regulaba dicha actuación. 
Adicionalmente a lo que se deja dicho, cabe señalarse que si bien mediante los Decretos 688 y 689 del 6 de noviembre de 1996 la Alcaldía Mayor de Bogotá reconoció el asentamiento de los ocupantes como un barrio de la ciudad, también lo es que en esos mismos actos administrativos se precisó que “la expedición del [los]  presente[s] decreto[s] no ampara[n] ningún derecho sobre la tenencia de la tierra”, por lo cual resulta claro que ese era un asunto que correspondía decidir al Juez competente, como en efecto lo hizo. 
Ahora bien y sin perjuicio de las anteriores consideraciones, debe agregarse que dentro del acervo probatorio recaudado no obra prueba alguna que permita inferir que dicha decisión de tutela que resultó desfavorable para los intereses de los ocupantes hubiese sido objeto de cuestionamiento judicial alguno, así como tampoco obra en el plenario prueba alguna respecto de impugnación que hubiere sido interpuesta frente a la decisión contenida en la providencia de fecha 29 de febrero de 1996, que denegó el derecho de oposición de los referidos ocupantes -hoy demandantes-, por tal motivo forzoso resulta concluir que de conformidad con el artículo 70 de la Ley 270 de 1996, se configuró (respecto de lo que pudiera derivarse de esas providencias) la causal eximente de responsabilidad consistente en la culpa exclusiva de la víctima. Al respecto, la referida norma legal preceptúa lo siguiente: 

 “Artículo 70. Culpa exclusiva de la víctima: El daño se entenderá como debido a la culpa de la víctima cuando esta haya actuado con culpa grave o dolo, o no haya interpuesto los recursos de ley. En estos eventos se exonera de responsabilidad al Estado”. (Se ha destacado). 
Finalmente, respecto de la decisión del Juez Sexto de Familia de Bogotá consistente en denegar la oposición de los ocupantes del predio en la diligencia de desalojo, cabe precisarse que, tal y como lo señala la norma legal antes transcrita, la oportunidad establecida para tal efecto está prevista que ocurra durante la diligencia de secuestro, razón por la cual, en el caso sub examine, al haber sido reconocida la posesión, únicamente, a siete (7) de los ocupantes y denegarse frente a los ahora demandantes mediante providencia de fecha 29 de febrero de 1996, la ocupación que éstos últimos ejercían sobre el inmueble se tornó en ilegal y, en consecuencia, debía procederse a la entrega material del bien al secuestre, incluso, haciendo uso de la Fuerza Pública, lo cual finalmente ocurrió. De todo lo anterior forzosamente ha de seguirse que la Sala deba concluir que el presunto error jurisdiccional endilgado a la parte demandada por la parte demandante no se configuró.
2.5.2.- Examen del presunto funcionamiento defectuoso de la Administración Judicial.   

En relación con éste título de imputación, la parte demandante señaló que el Juzgado Sexto de Familia de Bogotá extralimitó sus funciones en la diligencia de entrega del inmueble, pues ordenó la destrucción de todos los bienes de los poseedores sin que se les hubiese reconocido derecho alguno (como la posesión y las mejoras), ni se hubiese realizado un inventario de la cantidad y calidad de las viviendas, ni mucho menos se hubiesen relacionado los bienes muebles que contenían cada una de tales viviendas.  
Así pues, el origen de ese daño se halla en un trámite que no envuelve decisión alguna por parte del funcionario judicial, sino que -como se indicó- constituye apenas una actuación administrativa adelantada en el desarrollo de un proceso judicial que, eventualmente, podría enmarcarse como un evento de defectuoso funcionamiento de la Administración de Justicia que se sitúa dentro de la teoría general de la falla del servicio.

Para el caso que ahora se decide, se halla probado que en el acta de la diligencia de secuestro se dejaron consignadas las oposiciones a dicha diligencia, así como también se plasmó una solicitud encaminada a que se relacionaran los bienes que iban a ser destruidos, así: 

“… Le ruego que antes de practicar cualquier diligencia tendiente a la destrucción de los inmuebles, se sirva identificar plenamente uno por uno de los inmuebles para que así se pueda determinar la calidad y cantidad de elementos que se encuentran dentro del predio y así quede la constancia respectiva de la calidad de los inmuebles que haya. El juez procede a resolver la petición elevada por el señor Procurador judicial de la Junta de Acción Comunal del Barrio Ciudad de Mónaco. De conformidad con el art. 686 del C.P.C., en la presente diligencia no se admite ningún tipo de oposiciones en el procedimiento de la sucesión de Fernando Samper Madrid, quedaron definidos plenamente los derechos de quienes pretendieron ejercitar su oposición y hacer valer sus derechos de oposición. Se respetarán en sus sitios que se encuentren en este momento, la posesión de José del Carmen Cruz Quintero, quien se encuentra en el lote 5 de la manzana número 20, María Oliva Mora de Vanegas quien se encuentra en el lote 5 de la manzana número 20 (…), a las antedichas personas se les respetará su derecho de permanencia en el lote. A las demás personas se les encuentra precluída la oportunidad para hacer valer cualquier derecho derivado de posesión en el presente lote. Notificado en estrados”. 
En relación con la restitución del bien inmueble ocupado por poseedores de mala fe y la posibilidad de que se les reconozcan mejoras, el artículo 966 del Código Civil preceptúa: 
“ARTICULO 966. <ABONO DE MEJORAS UTILES>. El poseedor de buena fe, vencido, tiene asimismo derecho a que se le abonen las mejoras útiles, hechas antes de contestarse la demanda.

Solo se entenderán por mejoras útiles las que hayan aumentado el valor venal de la cosa.
El reivindicador elegirá entre el pago de lo que valgan, al tiempo de la restitución, las obras en que consisten las mejoras, o el pago de lo que en virtud de dichas mejoras valiere más la cosa en dicho tiempo.
En cuanto a las obras hechas después de contestada la demanda, el poseedor de buena fe tendrá solamente los derechos que por el inciso último de este artículo se conceden al poseedor de mala fe.
El poseedor de mala fe no tendrá derecho a que se le abonen las mejoras útiles de que habla este artículo.

Pero podrá llevarse los materiales de dichas mejoras, siempre que pueda separarlos sin detrimento de la cosa reivindicada, y que el propietario rehúse pagarle el precio que tendrían dichos materiales después de separados”.

Para el caso sub examine, advierte la Sala, en primer lugar, que las construcciones realizadas por los demandantes, en el predio objeto de embargo y secuestro no pueden catalogarse como mejoras útiles, pues al tenor de la norma legal transcrita, “[s]ólo se entenderán por mejoras útiles las que hayan aumentado el valor venal de la cosa”, es decir aquellas mejoras que hubiesen incrementado el importe económico del bien (vgr. la adecuación del terreno para la siembra de cultivos o la remodelación de un edificio). 

En segundo lugar, al haberse declarado judicialmente a los ahora demandantes como poseedores de mala fe, dicha circunstancia impedía que se les hubiese reconocido el valor o importe de sus construcciones y/o cualesquier otro tipo de mejora útil o no. Así pues, de conformidad con la aludida normatividad, sólo tenían derecho a “llevarse los materiales de dichas mejoras, siempre que pueda separarlos sin detrimento de la cosa reivindicada”; no obstante lo cual, los ocupantes no procedieron a trasladar sus bienes a pesar de que tuvieron aproximadamente un año para realizarlo. 
Ciertamente, según quedó acreditado en el plenario, mediante providencia de fecha 29 de febrero de 1996, el Juzgado Sexto de Familia de Bogotá reconoció la calidad de poseedores, únicamente, a siete (7) de los ocupantes del predio, por manera que la ocupación que las demás personas -hoy demandantes- ejercían sobre el inmueble se tornó en ilegal y, en consecuencia, debía procederse de forma inmediata a la entrega material al secuestre, incluso, haciendo uso de la Fuerza Pública, lo cual finalmente ocurrió mediante diligencia practicada los días 28 a 30 de enero de 1997, es decir, dicha diligencia de desalojo se realizó casi un año después de que se hubiese declarado la ilegalidad de la ocupación del predio, tiempo que estima la Sala fue suficiente para que los poseedores de mala fe hubiesen reubicado sus bienes en otro lugar. 
Así pues, el desalojo del predio ocupado no tomó por sorpresa a los ahora demandantes, ni mucho menos se tornó arbitrario y/o ilegal, dado que -bueno es insistir en ello-, se trataba de la continuación de la diligencia de entrega material del inmueble ocupado al secuestre designado y, por ende, estima la Sala que los ocupantes del predio con el tiempo necesario para reubicarse en otro sitio y trasladar sus bienes muebles y enceres, lo cual no se realizó y, por ende, resultó necesaria la intervención de la Policía Nacional para hacer efectiva la orden judicial de entrega material del bien al secuestre. 
En conclusión, considera la Sala que en el caso concreto, la diligencia de desalojo y entrega material del inmueble al secuestre designado libre de toda perturbación, no constituyó un defectuoso funcionamiento de la Administración de Justicia que dé lugar a la reparación de los perjuicios que adujeron haber sufrido los demandantes pues, por el contrario, de lo probado en el proceso se infiere que la actuación del funcionario judicial se ciñó al ordenamiento jurídico que regula dicho procedimiento.  
Por consiguiente, todas las razones hasta ahora expresadas servirán de apoyo para revocar las sentencia condenatorias proferidas en primera instancia y, en consecuencia, denegar las súplicas de la demanda contenidas en cada uno de los procesos.

2.6.- Condena en costas.

Comoquiera que para el momento en que se profiere este fallo, el artículo 55 de la Ley 446 de 1998 indica que sólo hay lugar a la imposición de costas cuando alguna de las partes haya actuado temerariamente y, debido a que ninguna procedió de esa forma en el sub lite, no habrá lugar a su imposición.  

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA:

PRIMERO: REVOCAR las sentencias apeladas, esto es las proferidas por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección B, los días 30 de julio de 2002 (Exp. 23.645) y 3 de septiembre de 2003 (Exp. 25.959), y las proferidas por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Sala de Descongestión, los días 9 de marzo de 2004 (Exp. 27.411) y 27 de abril de 2004 (Exp. 27.857). En consecuencia, DENEGAR las súplicas contenidas en cada uno de tales procesos. 
SEGUNDO: CONFIRMAR la sentencia del 25 de febrero de 2004 (Exp. 27.474), proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Sala de Descongestión, mediante la cual se denegaron las pretensiones de la demanda. 
TERCERO: Sin condena en costas.

CUARTO: Ejecutoriada esta providencia, DEVUELVASE el expediente al Tribunal de origen para su cumplimiento.

COPIESE, NOTIFIQUESE Y CUMPLASE

HERNAN ANDRADE RINCON

MAURICIO FAJARDO GOMEZ                   CARLOS A. ZAMBRANO BARRERA
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